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Recomendaciones

Una vez realizado el proceso de elaboración del Diagnóstico de acuer-
do con  lo expuesto  en el prólogo  precedente,  la  Oficina del  Alto
Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Mé-
xico propone al Presidente de la República que, a fin de avanzar en el
cumplimiento de los estándares internacionales en materia de dere-
chos humanos, atienda en el Programa Nacional de Derechos Huma-
nos las recomendaciones generales que a continuación se formulan. 

Asimismo da a conocer públicamente estas propuestas a la socie-
dad mexicana, a fin de que la misma valore su pertinencia y las ha-
ga suyas.

Las propuestas –cuyo contenido y alcance se precisa con detalle en
la segunda parte del presente documento– se pueden llevar a cabo o
promover mediante el ejercicio de las atribuciones propias del Ejecu-
tivo federal, como son las de iniciativa de reforma constitucional o le-
gislativa; su facultad reglamentaria, y el ejercicio de sus funciones
administrativas. En algunos casos, esta representación del Alto Comi-
sionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos apela al po-
der de convocatoria y de concertación del titular del Ejecutivo con los
poderes Legislativo y Judicial de la Federación, con los organismos
autónomos, y con los gobiernos de las entidades federativas. 

DE ALCANCE GENERAL

1. Reformar la Constitución para incorporar el concepto de derechos
humanos como eje fundamental de la misma, y reconocer a los
tratados de derechos humanos una jerarquía superior a los orde-
nes normativos federal y locales, con el señalamiento expreso de
que todos los poderes públicos se someterán a dicho orden inter-
nacional cuando éste confiera mayor protección a las personas
que la Constitución o los ordenamientos derivados de ella. Ade-
más, establecer un programa para el retiro de las reservas y de-
claraciones interpretativas y ratificar los tratados internacionales
pendientes en materia de derechos humanos.

2. Promulgar leyes generales reglamentarias de todos los derechos
humanos que están constitucionalmente reconocidos y que ga-
ranticen su protección con el mismo estándar para todos los ha-
bitantes de este país frente a los gobiernos federal y locales. En el
caso de materias de competencia local –por ejemplo violencia sis-
témica de género, derechos de familia y justicia cívica–, promo-
ver la adopción de normas modelo que se ajusten a los estándares
más favorables para la protección de la persona.

3. Incorporar en los procedimientos constitucionales de designación
de servidores públicos de alto nivel no electos de los poderes de
la Unión, y de los órganos autónomos, mecanismos de transpa-
rencia que permitan a la sociedad aportar oportunamente a los

órganos decisorios elementos de juicio respecto de la idoneidad de
las personas propuestas.

4. Desarrollar los mecanismos subsidiarios de intervención de los
poderes federales en las entidades federativas ante violaciones
graves o sistemáticas a los derechos humanos atribuibles a las au-
toridades locales. 

5. Conferir autonomía a todas las comisiones públicas de derechos
humanos y dotarlas de la facultad de promover iniciativas de ley
en sus ámbitos respectivos, presentar acciones de inconstituciona-
lidad y ampliar su competencia a asuntos laborales, electorales y
administrativos en el ámbito jurisdiccional. Eliminar los obstácu-
los legales que impiden la transparencia de su gestión.

6. Garantizar métodos de consulta a la sociedad en la selección de
quienes dirigen y participan en los consejos ciudadanos, así como
promover la transparencia y rendición de cuentas de todos los or-
ganismos públicos que dependan del Ejecutivo y tengan atribu-
ciones en el ámbito de los derechos humanos.

7. Definir y aplicar un programa de acción integral en materia de
las y los defensores de los derechos humanos que comprenda la
protección a su función y el reconocimiento a su labor, al tiem-
po que fortalezca su participación en labores de escrutinio públi-
co en los juzgados cívicos, agencias del ministerio público y en
todos los sitios de detención, arresto, retención o reclusión, entre
otros ámbitos

8. Realizar una campaña nacional permanente para la promoción
del conocimiento de los derechos humanos, la tolerancia y el res-
peto a la diversidad, así como el reconocimiento del valor de la
denuncia, mediante todos los medios disponibles, difundiendo
ampliamente los derechos humanos en general, y en particular los
derechos de aquellos grupos que viven situaciones desiguales y de
discriminación (mujeres, indígenas, niños y niñas, personas con
discapacidad, con orientación sexual diversa y adultos mayores,
entre otros).

9. Promover la eliminación del uso de estereotipos, prejuicios y es-
tigmas (por sexo, edad, raza, etnia, condición económica, orien-
tación sexual, religión o pertenencia política) en todos los
instrumentos de carácter público que inciden en la formación y
socialización de la población en el campo educativo, de los me-
dios de comunicación y mediante conductas discriminatorias en
los servicios públicos.

10. En el caso paradigmático de los asesinatos y desapariciones de
mujeres y niñas en Ciudad Juárez, publicar periódicamente los
avances en el cumplimiento de las recomendaciones hechas por
organizaciones y organismos nacionales e internacionales, así co-
mo las que en su oportunidad formule la Comisionada.
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SISTEMA DE JUSTICIA

11. Promover una profunda transformación en el sistema de justicia,
que garantice el Estado de derecho en todos los órdenes, que com-
prenda el reconocimiento del derecho de las víctimas; el abando-
no del modelo de enjuiciamiento penal inquisitorio; la creación de
una jurisdicción especializada para adolescentes en conflicto con
la ley; la incorporación de una justicia penitenciaria y el acota-
miento de la justicia militar a su ámbito propio; así como la am-
pliación del alcance protector del juicio de amparo. Asimismo, que
unifique en el poder Judicial de la Federación los órganos jurisdic-
cionales que están en el ámbito del poder Ejecutivo, incluyendo los
tribunales laborales, administrativos, agrarios y militares.

12. Fortalecer los mecanismos actuales de investigación de los crímenes
del pasado y garantizar el esclarecimiento de las violaciones a los
derechos humanos del pasado y la reparación integral del daño.

SEGURIDAD PÚBLICA

13. Mantener separadas las funciones de las policías preventivas y las
que realizan tareas de investigación de delitos, y excluir la procu-
ración de justicia del Sistema Nacional de Seguridad Pública; reor-
denar este sistema de manera que la Policía Federal Preventiva
apoye la profesionalización de las policías locales, sin reemplazar-
las. Asimismo, promover la sustitución progresiva y verificable de
las Fuerzas Armadas en funciones de seguridad pública.

OTROS DERECHOS CIVILES

14. Crear un órgano público y autónomo que dictamine la procedencia de
las concesiones y permisos para operar estaciones de radio y televi-
sión, mediante un procedimiento transparente; establecer condiciones
de equidad para que las radios comunitarias y ciudadanas accedan a
las frecuencias para cumplir con su función social; desarrollar un sis-
tema autónomo de radio y televisión públicas; y establecer dentro de
las leyes federales de Competencia Económica y de Telecomunicacio-
nes, un capítulo específico sobre radiodifusoras y señales de televisión.

15. Desmantelar el sistema regulatorio que inhibe la libertad de aso-
ciación en el ámbito laboral. Garantizar los siguientes derechos:
libertad de sindicación, voto libre y secreto de las y los trabaja-
dores, y derecho de huelga.

16. Crear las bases constitucionales para incorporar en el sistema legal
mexicano la objeción de conciencia y regularla frente al ejercicio
de otros derechos y el cumplimiento de los deberes públicos. Pre-
servar la laicidad del Estado.

ACERCA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES

17. Fortalecer los mecanismos públicos responsables de promover la
equidad de género (institutos, coordinaciones, comisiones), así co-
mo las unidades sectoriales responsables de incorporar la perspec-
tiva de género en las políticas sectoriales de los poderes
ejecutivos; promover la creación de comisiones especializadas en
los congresos locales y áreas de género en los poderes judiciales
y órganos autónomos correspondientes. Desarrollar y apoyar me-
canismos de articulación entre todas esas instancias.

18. Promover el establecimiento de programas, instituciones y servi-
cios para prevenir, atender y eliminar la violencia sistémica de gé-
nero en todo el territorio nacional (incluidas, naturalmente, las
áreas rurales). 

19. Adoptar las medidas necesarias para eliminar la discriminación
contra la mujer en la esfera de sus derechos económicos, sociales
y culturales.

20. Asegurar los programas y acciones para el acceso de las mujeres
a servicios de salud sexual y reproductiva, de calidad, con calidez,
sin discriminación y respetuosos de sus derechos humanos, en to-
do el territorio nacional y bajo una coordinación que integre la
prevención y atención de la salud en todo su ciclo de vida.

ACERCA DE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

21. Que el Congreso de la Unión reabra el debate sobre la reforma
constitucional en materia indígena, con el objeto de establecer
claramente los derechos fundamentales de los pueblos indígenas
de acuerdo a la legislación internacional vigente y con apego a
los principios firmados en los Acuerdos de San Andrés. El Conve-
nio 169 de la Organización Internacional del Trabajo deberá ser
aplicado en toda legislación e instancia que tenga relación con los
derechos de los pueblos indígenas. La preservación y protección
de las tierras, territorios y recursos de los pueblos y comunidades
indígenas debe tener prioridad por encima de cualquier otro inte-
rés en la solución de los conflictos agrarios. 

ACERCA DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, 
SOCIALES Y CULTURALES

22. Integrar de manera efectiva y verificable objetivos sociales a las
políticas y decisiones económicas, para ajustarlas al cumplimiento
de las obligaciones del Estado en materia de derechos económi-
cos, sociales, culturales y ambientales. Abrir a la discusión y par-
ticipación social la política económica.
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se dé un plazo suficiente y razonable de notificación a las perso-
nas afectadas con antelación a la fecha prevista para el desalojo. 

ACERCA DE LOS DERECHOS POLÍTICOS

29. Reconocer expresamente en el texto constitucional los mecanismos
de participación directa: referéndum, plebiscito e iniciativa popular,
y adoptar una Ley Federal de Participación Ciudadana que garan-
tice los mismos.

30. Reformar la legislación electoral, a fin de incorporar una ley de
partidos, la reglamentación del voto de los mexicanos en el ex-
tranjero, optimizar la fiscalización de los gastos de campañas y
precampañas electorales, la reducción del financiamiento a los
partidos. Garantizar el carácter ciudadano, autónomo y profesio-
nal de la autoridad electoral. 

RECOMENDACIÓN INSTRUMENTAL

Con el objetivo de atender las recomendaciones anteriores, se formu-
la la siguiente recomendación instrumental: 

31. Apoyar y promover la creación de un grupo de expertos de diver-
sos centros de educación superior, organizaciones sociales y civi-
les y sector privado, que con el apoyo del sistema de Naciones
Unidas en México elabore anualmente un informe independiente
sobre el estado de la nación. El informe debería contener una eva-
luación de la situación de los temas incluidos en este Diagnósti-
co, así como una revisión de las tendencias de largo plazo en cada
uno de dichos temas. El grupo será responsable, asimismo, de ela-
borar el Índice Nacional de Cumplimiento de los Derechos Huma-
nos en México, a niveles federal y estatal.

23. Diseñar y ejecutar un programa nacional de empleo digno, cuyo
objetivo sea garantizar plena vigencia a los derechos humanos
laborales.

24. Aumentar progresivamente –hasta llegar al menos a duplicarla–
la proporción del Producto Interno Bruto que representa el pre-
supuesto público del sector salud, destinando parte de ella a la
integración y actualización de un sistema único y eficiente de sa-
lud pública.

25. Modificar de inmediato la política salarial con miras a reponer, en
un periodo de cinco años, el deterioro del poder adquisitivo de los
salarios mínimos legales experimentado en los últimos 25 años.
Modernizar y dar autonomía a los mecanismos de fijación de di-
chos salarios, para asegurar su calidad de garantía social básica
de acuerdo con los preceptos constitucionales en la materia.

26. Definir y poner en práctica una política nacional de alimentación
que fomente la producción para el mercado interno, reduzca la
dependencia alimentaria y los niveles de desnutrición; y garanti-
ce la suficiencia, estabilidad, sustentabilidad, inocuidad, calidad y
adecuada distribución de los alimentos.

27. Reformar la legislación educativa para incorporar los principios
internacionales y constitucionales sobre multietnicidad, diversi-
dad y equidad; que incorpore los estándares internacionales de
derechos humanos, y haga factible una educación con calidad
desde la equidad. Estas reformas deben dirigirse a una mejor or-
ganización y articulación del sistema educativo en su conjunto.
Se debe promover la participación de padres, alumnos y organi-
zaciones de la sociedad civil en el diseño de la política educativa,
así como en la gestión y en la fiscalización de los servicios edu-
cativos, actividades en las que actualmente se les excluye. 

28. Revisar el marco legal para impedir desalojos forzosos, violentos e
intempestivos de inquilinos y deudores hipotecarios de manera que


